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Como es sabido, las últimas actuaciones políticas y legislativas parecen lle­
var a un punto en que todo indica la llegada de una situación irreversible que 
se decanta por la abolición del servicio militar obligatorio en nuestro orde­
namiento jurídico, para dar paso a la instauración de un ejército profesional. 
En esta tesitura, los Consejos de ministros de los últimos tiempos vienen for­
malizando como Reales Decretos el indulto para numerosos insumisos, y el 
Parlamento ha aprobado una nueva Ley de objeción de conciencia al servicio 
militar 1

, quedando pendiente una nueva regulación penal. 
Ante esta situación -y de terminar materializándose la desaparición de tal 

tipo de objeción-, los estudios sobre la misma únicamente parece podrán to­
mar como derrotero considerar el tema desde una perspectiva histórica, aun­
que sea ciertamente de la época más reciente, o dirigirlos hacia el Derecho 
comparado. 

No es nuestro objetivo realizar un estudio exhaustivo sobre la cuestión a 
este último nivel mencionado 2, más simplemente se trata de dejar constancia 

' Ley 22/1998, de 6 de julio, reguladora de la objeción de conciencia y de la prestación social 
sustitutoria. Boletín Oficial del Estado, núm. 161, de 7 de julio de 1998. 

2 Sobre Derecho comparado, baste citar, insistimos que sin ánimo de exhaustividad: BERTOLINo, 
R., L'Obiezione di coscienza negli ordinamenti giuridici contemporanei, Giappichclli edit., Torino 1967; 
JIMÉNEZ-BLANCO CARRILLO DE ALBORNOZ, A., «El derecho fundamental a la objeción de conciencia 
en la República Federal de Alemania», en Revista de Administración Pública, núm. 100-102, 1983, 
pp. 631-650; PANCRACIO, J. P., «Le nouveau statut des objectcurs de conscicnce», en Revue du Droit 
Public, 1985-1, pp. 103-156; LLAMAZARES FERNANDEZ, D., Derecho Eclesiástico del Estado. Derecho 
de la Libertad de Conciencia, Servicio Publicaciones Facultad Derecho, Universidad Complutense, 
Madrid, 1989, pp. 614-617; MILLÁN GARRIDO, A., La objeción de conciencia al servicio militar y la 
prestación social sustitutoria. Su régimen en el Derecho positivo españo4 Tecnos, Madrid, 1990, pp. 51-
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de un documento que, salvo error nuestro, no ha merecido la atención ni 
siquiera por vía de publicación de la eclesiasticistica española. Se trata del 
Informe del Secretario General de Naciones Unidas, preparado en cumpli­
miento de la Resolución 1991/65, de 6 de marzo, de la Comisión de Derechos 
Humanos de la ONU, formalizado, en concreto, en el Documento E/CN. 4/ 
1993/68, de 4 de diciembre de 1992, y sus Adiciones de 10 de diciembre de 
1992 y 8 y 29 de enero de 1993, que versa sobre «El papel de los jóvenes en 
el fomento y la protección de los derechos humanos, incluida la cuestión de 
la objeción de conciencia al servicio militar» 3

• El cincuenta aniversario de la 

83; MILLÁN GARRIDO, A., «Nota sobre la legislación portuguesa en materia de objeción de con­
ciencia al servicio militar obligatorio», en Revista General de Derecho, núm. 544-545, 1990, pp. 81-94; 
CAMARA VILLAR, G., La objeción de conciencia al servicio militar (Las dimensiones constitucionales 
del problema), Civitas, Madrid, 1991, pp. 76-98; AA.VV., I.;Obezione di coscienza nei paesi della 
Comunita Europea, Atti dell'incontro Bruxelles-Lovanio, 7-8 dicembre 1990, Giuffre Edit., Milano, 
1992; CAMA RASA CARRILLO, J., «El vigente estatuto belga sobre objeción de conciencia», en Revista 
de Administración Pública, núm. 129, 1992, pp. 411-434; CAMARASA CARRILLO, J., Servicio militar y 
objeción de conciencia, Marcial Pons Ediciones Jurídicas, Madrid, 1993, pp. 25-50; ESCOBAR RocA, 
G., La objeción de conciencia en la Constitución española, Centro de Estudios Constitucionales, Ma­
drid, 1993, pp. 93-118 y 153 s.; ÜLIVER ARAUJO, J., La objeción de conciencia al servicio militar, 
Civitas, Madrid, 1993, pp. 66-73; CAMARASA CARRILLO, J., «El nuevo Estatuto portugués sobre 
objeción de conciencia al servicio militar», en Anuario de Derecho Eclesiástico del Estado, XI, 1995, 
pp. 331-346. 

D. Mariano DARANAS PELÁEZ, letrado de las Cortes Generales, ha ofrecido a la comunidad 
científica el original y traducción de los siguientes textos legales de buena parte de nuestro entorno 
europeo: Bélgica -Leyes coordinadas de 20 de febrero de 1980, por las que se establece el estatuto 
de los objetores de conciencia- (en Boletín de Legislación Extranjera, en adelante BLE, 1983, 21, 
pp. 562-577), Alemania -Ley de reforma del régimen jurídico de la negativa a la prestación del 
servicio militar y del servicio civil, de 28 de febrero de 1983- (Ibíd., pp. 578-590), Suiza -Ordenanza 
de 24 de junio de 1981, sobre servicio militar sin armas por objeción de conciencia- (Ibíd., pp. 591-
593), Austria -Ley del servicio civil, de 6 de marzo de 1974- (BLE, 1983, 22-23, pp. 680-714), Italia 
-Ley núm. 772, de 15 de diciembre de 1972, sobre normas para el reconocimiento de la objeción de 
conciencia y Decreto del presidente de la República núm. 1139, de 28 de noviembre de 1977, sobre 
normas de ejecución de la mencionada Ley- (Ibíd., pp. 715-723); Francia -Ley núm. 71-424, de 10 
de junio de 1971, sobre el Código del servicio Nacional. Modificada por la Ley 83-605, de 8 de julio 
de 1983- (BLE, 1983, 24, pp. 803-806), Países Bajos -Ley de 27 de septiembre de 1962, por la que 
se regula la dispensa del servicio militar por razón de objeción grave de conciencia y Decreto de 29 
de octubre de 1964, sobre normas reglamentarias para la ejecución de la Ley sobre objeción de 
conciencia al servicio militar. Texto revisado por Real Decreto de 14 de diciembre de 1979- (Ibíd., 
pp. 812-847). 

La Ley (portuguesa) 6/1985, de 4 de mayo, sobre el estatuto del objetor de conciencia contra el 
servicio militar obligatorio, hoy derogada, traducida por Gonzalo N. de ARANDA Y ANTÓN y José 
Rurz FERRO, aparece publicada en la Revista General de Derecho, núm. 512, 1987, pp. 2497-2512. 

' Nuestra sospecha de que tal Informe se encuentre inédito en España se fundamenta en la 
ausencia de mención del mismo por parte de nuestros autores cuando del estudio de estos temas se 
trata. Por ejemplo, los Profesores NAVARRO-VALLS, R. y MARTÍNEZ-TORRÓN, J., en su libro Las 
objeciones de conciencia en el Derecho español y comparado, Me Graw Hill, Madrid, 1997, al tratar 
de la objeción de conciencia al servicio militar en el ámbito de las actuaciones internacionales y más 
en concreto en Naciones Unidas (pp .. 41 ss.), no aluden al mismo, señalando como última novedad 
en la p. 43, nota 12: «Existe además una resolución más reciente de la Comisión de derechos hu-
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proclamación de los derechos del hombre sea tal vez una ocasión propicia para 
que este informe vea la luz de la publicación en nuestros lares 4

• 

El mencionado informe del Secretario General, como hemos dicho, se plas­
ma en su Documento E/CN. 4/1993/68, de 4 de diciembre de 1992, donde se 
recoge información sobre la situación político-legislativa acerca de la objeción 
de conciencia al servicio militar facilitada por los Gobiernos de Argentina, 
Bahrein, Brasil, Costa Rica, Croacia, Dinamarca, Ecuador, Eslovenia, Finlan­
dia, Guinea Ecuatorial, Noruega, Panamá, San Marino, Túnez, Yugoslavia; así 
como la información recibida del Comité Consultivo Mundial de la Sociedad 
de los Amigos ( organización no gubernamental -representativa de los cuáque­
ros de todo el mundo- y que pide una serie de medidas a la Comisión de 
Derechos Humanos). Posteriormente se han realizado tres Adiciones a dicho 
documento, con las siguientes fechas: 10 de diciembre de 1992 (información 
facilitada por los Gobiernos de Austria, Camerún y Egipto), 8 de enero de 
1993 (información facilitada por los Gobiernos de Chad y Suecia) y 29 de 
enero de 1993 (información facilitada por los Gobiernos de Cote d'lvoire, 
Mauricio, Portugal y Qatar). 

Lógicamente se trata de una información muy variopinta, tanto en exten­
sión como en contenidos, no en vano se refiere a países pertenecientes a cuatro 
continentes. La situación político-legislativa en los mismos va desde aquellos 
Estados en que no se cuestiona la situación de objeción de conciencia al 
servicio militar, bien por no disponer de ejército (Costa Rica, Panamá 5) o por 
no tener carácter obligatorio el servicio en el mismo, siendo voluntario el en­
rolamiento en el ejército (Bahrein, Camerún, Qatar, San Marino y también 
Mauricio 6

'
7
), hasta aquellos Estados en los que el problema se ha empezado 

manos, de 1993 (Doc. E/CN.4/1993/L. 107, de 8 de marzo de 1993).» En nuestra opinión, esta cita 
es arrastre de la contenida en el libro de los mismos autores Le obiezioni di coscienza. Profili di 
Diritto comparato, Giappichelli edit., Torino 1995, en los que la cita de tal documento es un añadido 
que se debe a la colaboración de Vincenzo TURCHI, con remisión, esta vez sí, a una publicación 
italiana (S. BIESEMANS, L 'obiezione di coscienza in Europa, Molfetta, 1994, pp. 86-89) en que tal texto 
se transcribe. 

4 Evidentemente, no hay ningún mérito por nuestra parte. Simplemente hemos sido agraciados 
con la entrega de este Documento por parte de nuestro compañero de Universidad del Área de 
Derecho Internacional Público, don Jaume FERRER LLORET, a quien debe agradecérsele la posibi­
lidad de conocimiento y estudio de este texto. 

' En fase de reforma constitucional en este sentido en el momento de remitir la información. 
Hasta ese instante, se dice que la normativa vigente establece que el servicio militar no tiene carácter 
obligatorio, salvo en caso de ser necesaria la defensa del país. 

6 En el caso de estos dos países: se dice que según la información recibida de su Gobierno no 
existe el servicio militar. Nos queda la duda de si habrá un ejército profesional o servicio militar de 
carácter voluntario. 

' Curiosa la situación del Chad. Según la información facilitada, el servicio militar es legalmente 
obligatorio, pero esta normativa no se cumple en la práctica. El Gobierno chadiano dice que en el 
país no se podría dar lugar a un movimiento de objeción de conciencia por cuanto tal postura, en 
definitiva, supondría aliviarle de cargas financieras al evitarle gastos para defensa. 
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a plantear y se encontraba en situación de atenderlo legislativamente cuando 
se remite la información (caso de Argentina 8 y Cote d'Ivoire); finalmente, 
aquellas naciones en que el instituto en estudio se encuentra perfectamente 
reconocido y regulado, podríamos decir, con caracteres de continuidad desde 
hace ya bastante tiempo (por ejemplo: Noruega, Suecia, Dinamarca, Finlan­
dia). 

Las soluciones, en caso de admisión de la objeción 9
, pasan desde la posi­

bilidad de realizar, a opción del interesado, servicio militar no armado o ser­
vicios civiles (Croacia, Finlandia); únicamente a contemplarse esta última al­
ternativa; y hasta la exención de todo servicio para algunas personas ( concre­
tamente los testigos de Jehová, en Finlandia y Suecia). 

Algún Estado se ha limitado a solicitar información en vez de facilitarla 
(así, el Gobierno de Ecuador). Tampoco han faltado quienes han dejado la 
cuestión en una autentica situación de indefinición en cuanto a la posición 
legislativa y social en que se encuentra dicho Estado (Egipto, Eslovenia, Gui­
nea Ecuatorial, Túnez y Yugoslavia). 

Lógicamente no puede desconocerse el valor relativo del documento en 
examen, ya que las informaciones suministradas se refieren al tiempo a que se 
contraen. Con todo -y al margen del exotismo que pueda atribuirse a algunas-, 
pueden ser indicativas de la situación en un momento dado y de la evolución 
social, política y legislativa del Estado en cuestión respecto a la objeción de 
conciencia al servicio militar 10

• 

8 Sobre la situación anterior a la información remitida por el Gobierno argentino, vid. el trabajo 
de V ALDUNCIEL DE MoRONI, M. C., Objeción de conciencia y deber militar, Ediar, Buenos Aires, 
1989. 

Según información que no hemos podido contrastar, y por tanto sin valor alguno, en Argentina 
se ha abolido el servicio militar con carácter obligatorio, implantándose un ejército profesional. 

9 Algunos estados admiten incluso la posibilidad de la denominada objeción de conciencia so­
brevenida: Dinamarca, Finlandia, Noruega. 

10 C!AURRIZ LABIANO, M. J., en su comunicación al VIII Congreso Internacional de Derecho 
Eclesiástico del Estado celebrado en Granada, en mayo de 1997, titulada La libertad religiosa en el 
«Comentario General del Comité de Derechos Humanos» de las Naciones Unidas de 20 de julio de 1993, 
después de poner de manifiesto el interés de los eclesiasticistas españoles por los textos internacio­
nales sobre libertad religiosa, deja constancia del silencio acerca del Documento que comenta. En 
el mismo, se señala: «El Comité invita a los Estados partes a que informen sobre las condiciones 
por las que se puede eximir a alguien del servicio militar a causa de sus derechos contemplados en 
el artículo 18, y acerca de la naturaleza y duración de la prestación social sustitutoria.» (p. 7 pro 

scriptis, manejamos copia del original, al encontrarse las actas en prensa, facilitada por la organización 
del Congreso). Los comentarios de la autora, especialmente en la p. 11 de su comunicación, son un 
dato más indicativo tanto del interés que puede resultar del Documento que ahora presentamos, 
como de la falta de publicación del mismo. 
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TEXTO DEL DOCUMENTO 

Naciones 
Unidas 

Consejo Económico 
y Social 

Original: Español/Francés/Inglés 

COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS 
49.º período de sesiones 
Tema 26 del programa provisional 

Distr.: GENERAL 

E/CN. 4/1993/68 
4 de diciembre de 1992 

ESPAÑOL 

EL PAPEL DE LOS JÓVENES EN EL FOMENTO Y LA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS HUMANOS, INCLUIDA LA CUESTIÓN DE LA 

OBJECIÓN DE CONCIENCIA AL SERVICIO MILITAR 

Informe del Secretario General, preparado en cumplimiento de la resolución 
1991/1965 de la Comisión 

SUMARIO: Introducción. l. Observaciones de los gobiernos (Omisión). 11. Otra infor­
mación recibida (organizaciones no gubernamentales) 

INTRODUCCIÓN 

l. En su resolución 1991/1965 de 6 de marzo de 1991, la Comisión de 
Derechos Humanos pidió al Secretario General que informara a la comisión 
en su 49." período de sesiones acerca de la cuestión de la objeción de con­
ciencia al servicio militar, teniendo en cuenta las observaciones presentadas 
por los gobiernos y cualquier información que hubiera recibido. 

2. En atención a esta petición, por nota verbal de 14 de agosto de 1992, 
el Secretario General invitó a los Estados miembros de las Naciones Unidas 
a que le transmitieran cualesquier observación o información que considerasen 
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oportuno sobre la cuestión antes señalada. En respuesta a esta petición, el 
Secretario General recibió información de los Gobiernos de Argentina, Bah­
rein, Brasil, Costa Rica, Croacia, Dinamarca, Ecuador, Eslovenia, Guinea 
Ecuatorial, Noruega, Panamá, Papua Nueva Guinea, San Marino y Yugoslavia. 
Esas respuestas figuran en la parte I del presente informe. 

3. El Secretario General también recibió información sobre esa cuestión 
del Comité Consultivo Mundial de la Sociedad de los Amigos, organización 
no gubernamental reconocida como entidad de carácter consultivo ( categoría 
11). Esa información figura en la parte II del presente informe. 

4. Toda nueva información u observación que se reciba se presentará en 
una adición el presente informe. 

l. ÜBSERVACIONES DE LOS GOBIERNOS 

Argentina 

[11 de noviembre de 1992] 
[Original: español] 

El Gobierno de la Argentina presentó el texto de un proyecto de ley sobre 
el servicio nacional de defensa, aprobado por la Cámara de Diputados y que el 
Senado tiene actualmente ante sí (octubre de 1992). A continuación figura 
el texto del capítulo v del proyecto, que trata de la objeción de conciencia. El 
texto completo del proyecto en español, se encuentra en los archivos de la 
Secretaría a la disposición de quienes deseen consultarlo. El Gobierno trans­
mitió también el texto de un fallo de fecha 18 de abril de 1989 de la Suprema 
Corte sobre el caso de Alfredo Portillo, en el que se reconoce legalmente en 
la Argentina la objeción de conciencia al servicio militar obligatorio. Este texto 
se encuentra asimismo a la disposición de quienes deseen consultarlo. 

«Capítulo V 

De los objetores de conciencia 

Artículo 25. Los ciudadanos que con anterioridad al sorteo de su clase se 
consideraren imposibilitados para cumplir con la capacitación militar, en razón 
de profesar profundas convicciones religiosas, filosóficas o morales, opuestas 
en todas circunstancias al uso personal de armas o a la integración de cuerpos 
militares o vinculados con la defensa nacional, podrán optar por cumplir el 
servicio social sustitutivo. 

Artículo 26. Una vez ejercido, el derecho a la objeción de conciencia no 
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podrá ser desistido. El ciudadano reconocido como objetor según prescribe la 
presente ley, pasará a la reserva una vez cumplido su servicio sustitutivo. 

Artículo 27. La prestación social sustitutoria tendrá una duración de 12 
(doce) meses. 

Articulo 28. Los ciudadanos que se encuentren en la situación prevista en 
el artículo 25, o su representante legal, deberán presentar la solicitud de rea­
lización del servicio contemplado en el presente artículo ante la Justicia Na­
cional de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Federal de la 
jurisdicción correspondiente a su domicilio. 

Artículo 29. La solicitud deberá ser acompañada de la prueba documental, 
que obrare en poder del solicitante, debiendo ofrecerse la restante. 

Deberán invocarse y fundarse los hechos que demuestren la existencia de 
profundas y sinceras convicciones de conciencia, incompatibles con la presta­
ción de las restantes modalidades del Servicio Nacional de Defensa. 

Este procedimiento no implicará gastos para el solicitante. 
Artículo 30. De la presentación se correrá vista por cinco (5) días al señor 

agente fiscal, quien podrá proponer las medidas que estime conducentes para 
la determinación de la exactitud de los hechos alegados por el peticionario. 

Dentro de los diez (10) días de contestada la vista que se refiere el párrafo 
anterior, el juez señalará audiencia a la que deberán comparecer el peticio­
nario, los testigos, en su caso, y el representante del ministerio público. El juez 
se impondrá personalmente de las razones del peticionario y escuchará a los 
testigos, si los hubiere. 

Producida la prueba, se correrá nueva vista al señor agente fiscal y al pe­
ticionario por el término común de cinco (5) días, contestada la cual y dentro 
del término de veinte (20) días, se dictará sentencia, la cual será apelable en 
relación. 

Artículo 31. El tribunal respectivo notificará al Ministerio de Defensa 
acerca de los pedidos de acogimiento a lo dispuesto en el presente capítulo 
que se hubieren presentado, así como también las sentencias dictadas. 

Artículo 32. En la evaluación de la prueba se deberán tener en cuenta las 
siguientes circunstancias: 

a) La sinceridad de las convicciones del peticionario, que no podrán ba­
sarse exclusivamente en mera filiación política. 

b) Sus antecedentes personales, especialmente en lo referente a activida­
des, estudios y prácticas de tipo religioso, filosófico y moral. 

c) Informes psicológicos que el juez estime necesario requerir sobre la 
personalidad del peticionario. 

d) El lapso durante el cual el solicitante haya efectuado pública manifes­
tación de las convicciones en virtud de las cuales solicita acogerse a los be-



594 Manuel Alenda Salinas 

neficios de la presente, que no deberá ser inferior a un (1) año a la promoción 
de la demanda. 

Los hechos que fundamenten la solicitud del peticionante no podrán ser 
tenidos por acreditados exclusivamente sobre la base de manifestaciones del 
peticionario. 

Hasta tanto se dicte sentencia, el peticionante no podrá ser incorporado al 
Servicio Nacional de Defensa. En caso de denegatoria deberá cumplir dicho 
servicio con la clase siguiente, cuando el fallo resultara posterior a la incor­
poración de su clase. 

Artículo 33. La prestación social sustitutoria consistirá en la realización de 
actividades de utilidad pública, y podrá traducirse en el desempeño de las 
siguientes tareas: 

a) Actividades de protección y defensa civil, según prescriba la ley res­
pectiva; 

b) Servicios sanitarios o sociales; 
c) Conservación del medio ambiente, mejora del medio rural y protección 

de la naturaleza. 

Artículo 34. Una comisión constituida en el ámbito del Ministerio de De­
fensa o integrada por representantes de los Ministerios de Defensa y de Salud 
y Acción Social coordinará, de acuerdo a lo prescrito en la presente ley y su 
reglamentación, la realización de la prestación social sustitutoria. 

Artículo 35. La comisión mencionada en el artículo precedente determi­
nará el lugar físico de cumplimiento de la prestación social sustitutoria en cada 
caso, tendiendo a materializar su incorporación en una zona cercana a su do­
micilio. 

Artículo 36. Los ciudadanos que realicen la prestación social sustitutoria 
no podrán realizar actividad pública o privada alguna ajena a la aludida pres­
tación mientras dure ésta. 

No podrán ejercer actividad política ni sindical alguna sino fuera de las 
horas y lugares donde cumplan la referida prestación. El ejercicio del derecho 
de huelga es incompatible con las obligaciones emergentes de la misma. 

Artículo 37. Durante el cumplimiento del servicio a que alude este título, 
los objetores de conciencia tendrán derecho a alimentación, vestimenta, trans­
porte, atención de la salud, y reserva del puesto de trabajo. Las prestaciones 
a que alude este artículo, serán proporcionadas a las personas aludidas por el 
organismo que emplee sus servicios. 

Artículo 38. En caso de guerra o de conflicto armado de carácter inter­
nacional, la prestación social sustitutoria consistirá en el desarrollo de activi­
dades de protección y defensa civil, en la colaboración con la prestación de 
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servicios públicos, y trabajos de utilidad general. Dichas tareas podrán importar 
aspectos riesgosos, de manera tal de asegurar la igualdad de los ciudadanos 
ante el peligro común. 

Artículo 39. Los ciudadanos a quienes sobreviniera objeción de conciencia 
con posterioridad al término establecido en el artículo 32 inciso d) de la pre­
sente y con anterioridad al momento en que cumplan 35 años, podrán pro­
mover el proceso establecido en el presente título para obtener su reconoci­
miento como tales, una vez cumplido el lapso de un (1) año de pública ma­
nifestación de las convicciones en virtud de las cuales soliciten acogerse a los 
beneficios de la presente. 

La promoción del proceso impedirá su incorporación para la realización de 
ejercitaciones correspondientes a la reserva, salvo en caso de guerra o conflicto 
armado internacional. En caso de denegatoria, deberán cumplir con las ejer­
citaciones antes aludidas a partir del año siguiente a aquel en que hubieran 
debido cumplirlas, cuando el fallo resultase posterior a la fecha de realización 
de las mismas. En caso de obtener sentencia favorable, pasarán a la reserva a 
los fines contemplados en el artículo 33 de la presente ley. 

Artículo 40. Los ciudadanos que cumplan la prestación social sustitutoria 
quedan sujetos al siguiente régimen de infracciones y penalidades, sin perjuicio 
de aquellas provistas en la presente ley para el Servicio Nacional de Defensa 
en general: 

l. El que habiendo sido comprendido dentro de lo dispuesto en el pre­
sente capítulo, rehúse cumplir con la prestación social sustitutoria, siempre que 
no constituya delito más grave, será penado con prisión de dos a cuatro años 
o inhabilitación absoluta durante el término de la condena. 

2. Será penado con prisión de dos a cuatro años quien dolosamente ges­
tionara su inclusión dentro de lo establecido en el presente capítulo. 
Será pasible de idéntica pena el ciudadano que dolosamente gestionara su 
exención del cumplimiento de la prestación social sustitutoria. 

3. Serán reprimidos con recargo de servicio de uno a seis meses, si el 
hecho no constituyera un delito más severamente penado: 

a) Quienes no se presentaran a retomar tareas después de haber vencido 
el término establecido por la autoridad competente para ello; 

b) Quienes incurrieran en negligencia en el cumplimiento de las tareas 
que los fueran encomendadas; 

c) Quienes rehusaran cumplir una orden que legalmente le fuera impar­
tida durante el cumplimiento de la prestación social sustitutoria, sin causa jus­
tificada; 

d) Quienes faltaren el respeto debido a las autoridades encargadas de la 
dirección o supervisión de la prestación; 
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e) Quienes perturben de cualquier modo el orden y la disciplina en el 
cumplimiento de la prestación social sustitutoria. 

4. El que no se presentare en la fecha fijada por la autoridad competente 
para el cumplimiento de la prestación social sustitutoria a cumplir con las 
obligaciones que ésta le impone, sin causa justificada, cumplirá un recargo en 
el cumplimiento de dicha prestación de cuatro días por cada día de retardo 
en su presentación, hasta un máximo de dos años. 

Artículo 41. Las infracciones contempladas en los incisos 3 y 4 darán lugar 
a la formación de un sumario administrativo, el que tramitará de acuerdo a lo 
dispuesto en el Reglamento de Investigaciones vigente en la administración 
pública nacional. De las decisiones que se dictaren en el mismo, podrán el 
administrado o su representante legal interponer recurso judicial directo ante 
la Cámara Federal con jurisdicción en el lugar de prestación del servicio, el 
que deberá ser interpuesto y fundado dentro del término de quince (15) días 
de notificado el recurrente de la decisión administrativa definitiva. Regirán 
supletoriamente respecto del trámite del recurso, las normas vigentes para el 
trámite del recurso de apelación contra sentencia definitiva en proceso ordi­
nario, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. 

Artículo 42. En tiempo de paz los ciudadanos que cumplen prestación 
social sustitutoria quedarán sujetos, en el caso de cometer infracciones, a la 
jurisdicción federal. 

En tiempo de guerra o conflicto armado de carácter internacional, que­
darán sujetos a la jurisdicción militar, rigiéndose por el Código de Justicia 
Militar.» 

Bahrein 

(29 de octubre de 1992] 

(Original: inglés] 

l. El Gobierno del Estado de Bahrein se complace en informar al secre­
tario general que según la política oficial, el reclutamiento para las fuerzas 
armadas es de carácter voluntario y, por consiguiente, en Bahrein ninguna 
persona ha alegado la objeción de conciencia al servicio militar. Un cambio 
en la política oficial a este respecto es improbable en razón de la naturaleza 
de las necesidades de defensa y de la infraestructura social y cultural de la 
sociedad de Bahrein. 

2. El Gobierno apoya el examen por la Comisión de Derechos Humanos 
de las cuestiones relativas a la objeción de conciencia al servicio militar y 
espera con interés las conclusiones finales a las que llegue la Comisión en la 
materia. 
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Brasil 

(16 de noviembre de 1992] 
[Original: inglés] 

l. El artículo 143 de la Constitución federal de 1988 establece el servicio 
militar obligatorio con arreglo a la legislación interna. El decreto que regula 
el servicio militar especifica que todos los nacionales brasileños de 19 de años 
de edad están obligados a cumplir el servicio militar. El párrafo 1 del artícu­
lo 143 de la Constitución federal establece que en tiempo de paz se permitirá 
que los objetores de conciencia al servicio militar que tengan razones impe­
rativas cumplan otros tipos de servicio. Por razones imperativas se entiende la 
objeción de conciencia que dimana de creencias religiosas, políticas o filosó­
ficas. 

2. El texto constitucional está reglamentado por el Decreto núm. 8.239 
de 4 de octubre de 1991, que establece los servicios sustitutivos del servicio 
militar obligatorio y por el Reglamento núm. 2.681 de 28 de julio de 1992, 
que aprueba las normas aplicables a esos servicios sustitutivos. 

3. El reglamento señalado especifica que el servicio sustitutivo consiste en 
actividades administrativas, de bienestar social, voluntarias o productivas que 
deberán realizar en tiempos de paz las personas que, después de ser llamados 
al servicio militar, aleguen objeciones de conciencia a las actividades militares 
en razón de sus creencias religiosas, políticas o filosóficas. En tiempo de paz, 
la mujer y los miembros del clero también están exentos del servicio sustitutivo, 
cuya duración es de 18 meses. Las personas enroladas en servicios sustitutivos 
pueden disfrutar de todos los derechos y prerrogativas de que gozan los ciu­
dadanos enrolados en el servicio militar obligatorio, con inclusión de una re­
muneración equivalente al salario de los soldados. 

Costa Rica 

[2 de noviembre de 1992] 
(Original: español] 

Costa Rica eliminó constitucionalmente su ejército de acuerdo con la Cons­
titución Política del 7 de noviembre de 1949. Por lo tanto, no existe la objeción 
de conciencia al servicio militar en el país. 

Croacia 

(16 de octubre de 1992] 
[Original: inglés] 

l. De conformidad con las disposiciones del párrafo 2 del artículo 47 de 
la Constitución de la República de Croacia, se admite la objeción de conciencia 
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de las personas que por motivo de sus opiniones religiosas o morales no están 
dispuestas a cumplir funciones militares en las fuerzas armadas. En virtud de 
la ley, esas personas están sujetas a la obligación de cumplir otras funciones. 

2. De conformidad con la práctica existente en Europa occidental, las 
disposiciones de los artículos 81 a 94 de la Ley de defensa (Narodne novine 
Nos. 49/91, 53N91, 73/91 y 19/92) reglamentan detalladamente las modalidades 
del servicio civil. 

3. Tras su inscripción en el registro militar, todo recluta que considere 
que cumple las condiciones para el servicio civil debe presentar una solicitud 
con este fin a la Comisión de Servicio Civil del Ministerio de Justicia y Ad­
ministración. El recluta puede reclamar contra la decisión de esa comisión, 
que es nombrada por el Gobierno de la República de Croacia. 

4. Normalmente, el servicio civil se lleva a cabo en el ejército croata, en 
funciones que no entrañan portar y usar armas, pero también puede cumplirse 
en organizaciones que tienen una oficina o su sede en la República de Croacia. 

5. El plazo del servicio civil es de 15 meses. 

Dinamarca 

(19 de octubre de 1992] 

[ Original: inglés] 

l. El artículo 81 de la Constitución de Dinamarca declara que todo hom­
bre en situación de poder servir bajo las armas está obligado a contribuir con 
su persona a la defensa de la patria. La Ley de servicio nacional de Dinamarca 
de 1980 establece normas detalladas para el cumplimiento de este servicio 
nacional obligatorio. 

2. Conforme al artículo 2 de dicha ley, el Servicio Nacional de Dinamarca 
puede revestir las siguientes modalidades: 

a) Servicio militar; 
b) Servicio de defensa civil; 
e) Servicio exterior de desarrollo en el caso de las personas que poseen 

las calificaciones apropiadas; 
d) Servicio civil. 

3. El servicio civil está a cargo de la Dirección de Reclutamiento de Di­
namarca, dependiente del Ministerio del Interior. 

4. La legislación danesa admite la objeción de conciencia al servicio mi­
litar. La primera ley al respecto data de 1917. Desde entonces, se han intro­
ducido muchos cambios pero las ideas originales siguen siendo las mismas. 

5. La condición de objetor de conciencia se reconoce a toda persona que 
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objeta el serv1c10 militar por razones de conciencia. Los motivos para ello 
pueden ser de carácter religioso o ético. Toda solicitud que se base exclusi­
vamente en motivos políticos será rechazada. 

6. La solicitud para el reconocimiento de la condición de objetor de con­
ciencia debe presentarse por escrito indicando las razones, esto es, la cuestión 
de conciencia. La solicitud debe enviarse en un plazo de cuatro semanas a 
partir de la fecha en que se reciba la notificación de reclutamiento para las 
fuerzas armadas o el servicio de defensa civil. 

7. El plazo de cuatro semanas se ha establecido para que las autoridades 
militares tengan la posibilidad de sustituir a los objetores de conciencia me­
diante otros reclutas. 

8. La solicitud se puede enviar antes de que el recluta haya recibido la 
notificación de reclutamiento para las fuerzas armadas o el servicio de defensa 
civil y se puede reconocer la condición de objetor de conciencia, pero la du­
ración del servicio sustitutivo sólo podrá determinarse cuando se efectúe la 
distribución semestral final de los reclutas y se hayan enviado las notificaciones. 

9. En la actualidad, en virtud de lo dispuesto en la Ley núm. 394 de 10 
de junio de 1987, la solicitud puede presentarse también durante el cumpli­
miento del servicio. En todo caso, la solicitud debe basarse en razones de 
conciencia del recluta. Este debe señalar cuándo comenzó su conflicto de con­
ciencia y las razones que lo motivaron. También debe explicar de qué manera 
ese conflicto se ha visto confirmado durante el cumplimiento de su servicio. 

10. Antes de ser llamado, todo recluta recibe un folleto que, entre otras 
cosas, describe las normas sobre servicio nacional obligatorio. El servicio civil 
figura en un capitulo separado de ese folleto, que contiene información sobre 
el derecho a negarse a cumplir el servicio militar por razones de conciencia, 
el procedimiento para solicitar el reconocimiento de la condición de objetor 
de conciencia así como la duración y las modalidades del trabajo en el servicio 
civil. Junto con la notificación del reclutamiento para las fuerzas armadas o el 
servicio de defensa civil, el recluta recibe información sobre la posibilidad de 
un traslado al servicio civil. 

11. Para impedir que la condición de objetor de conciencia se pidiese 
abusivamente por motivos distintos de los que la justifican, la duración del 
servicio sustitutivo siempre había sido superior a la del servicio militar, apro­
ximadamente en un tercio. Hasta 1986, los objetores de conciencia cumplían 
un servicio de 11 meses. A partir del 14 de julio de 1986, se enmendó la ley 
de manera que actualmente la duración del servicio de los objetores de con­
ciencia es igual a la duración del servicio del cual se ha trasladado el recluta. 
Como en Dinamarca el servicio varía de 3 días a 14 meses, la duración del 
servicio de los objetores de conciencia es también muy variada. 
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12. El servicio se inicia mediante un período de introducción de un má­
ximo de diez días, en que se informa a los reclutas acerca de sus deberes y 
derechos y de las condiciones sociales y prácticas del servicio. 

13. Tras este período de introducción, el recluta cumple el resto de su 
servicio trabajando en determinadas instituciones con las cuales la Dirección 
de Reclutamiento de Dinamarca ha hecho arreglos para destinar a los obje­
tores de conciencia a diversas labores. Durante el período de introducción, los 
objetores de conciencia pueden elegir el tipo de institución que consideran 
más conveniente en razón de su interés o situación geográfica, etcétera. Esas 
instituciones están situadas en diversas regiones del país, lo que permite a la 
mayoría de los reclutas obtener un trabajo cerca de su hogar. 

14. Los objetores de conciencia desempeñan funciones de carácter no mi­
litar en organizaciones o instituciones públicas. Las normas específicas son 
establecidas por el ministro del Interior y la organización práctica está a cargo 
de la Dirección de Reclutamiento de Dinamarca. A título de ejemplo, se trata 
de instituciones destinadas a los niños, los jóvenes y las personas de edad así 
como a las personas mental y físicamente incapacitadas; instituciones culturales 
como museos, teatros, bibliotecas, etcétera: organizaciones pro paz; u organi­
zaciones relacionados con las Naciones Unidas, la iglesia nacional y el medio 
ambiente. 

15. El recluta debe trabajar en calidad de personal «supernumerario», 
esto es, no puede ocupar un puesto vacante ni desempeñar funciones que 
requieren una calificación especial o trabajar en una institución con la que 
tenga alguna relación o en la que haya estado empleado anteriormente. 

16. Los objetores de conciencia cumplen sus funciones en condiciones más 
o menos análogas a las de los reclutas en las fuerzas armadas y en el servicio 
de defensa civil. La única diferencia se refiere a las condiciones económicas: 
en el servicio militar y en el servicio de defensa civil los reclutas reciben un 
salario mensual en tanto que los objetores de conciencia reciben dietas diarias. 
No obstante, en razón de las normas especiales sobre impuestos y del subsidio 
para vivienda otorgado por la institución en la que trabaja el objetor de con­
ciencia, la diferencia económica es, de hecho, casi inexistente. 

17. En los últimos diez años el número de reclutas que se ha trasladado 
al servicio civil es el siguiente: 
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Año 

1981 
1982 
1983 
1984 
1985 
1986 
1987 
1988 
1989 
1990 
1991 

Ecuador 

Número 

660 
513 
431 
378 
282 
329 
460 
595 
676 
614 
525 

[12 de octubre de 1992] 
[Original: español] 

En relación con la resolución 1191/65 de la Comisión de Derechos Hu­
manos titulada «La objeción de conciencia al servicio militar», tiene a honra 
solicitarle le dé a conocer los criterios expuestos por otros países al respecto, 
y le informe si la Comisión de Derechos Humanos ha realizado estudios al­
ternativos dentro de un proceso progresivo de eliminación del servicio militar 
obligatorio encaminado a ayudar a ciertos países a buscar un camino que les 
permita avanzar en esta materia. 

Eslovenia 

[31 de agosto de 1992] 
[Original: inglés] 

l. La Constitución de la República de Eslovenia, de 23 de diciembre de 
1991, declara que el derecho a la objeción de conciencia es uno de los derechos 
humanos básicos que se enuncian en el capítulo II de la Constitución. 

2. El artículo 46 de la Constitución dice así: 

«El derecho a la objeción de conciencia 
Se reconocerá el derecho a la objeción de conciencia en las circunstancias 

determinadas por la ley, en la medida en que no afecte a los derechos y libertades 
de los demás.» 

3. Sobre la base de dicho artículo, la ley regulará los casos en que los 
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individuos podrán hacer valer el derecho a la objeción de conciencia no sólo 
en lo que se refiere al servicio militar, que ya está previsto en la legislación 
relativa a la defensa, sino también en otros casos en que las convicciones 
filosóficas, religiosas, morales u otro tipo de convicciones personales no per­
mitan a las personas cumplir disposiciones legales. 

4. El artículo 123 de la Constitución, que regula la obligación de parti­
cipar en la defensa del Estado, dice así: 

«Objeción de prestar servicios en las fuerzas de defensa 
La participación en la defensa del Estado será obligatoria para todo ciudadano 

dentro de los límites y en la forma que establezca la ley. 
Todo ciudadano que, debido a sus convicciones religiosas, filosóficas o hu­

manitarias, no desee cumplir sus obligaciones militares, deberá tener la oportu­
nidad de participar en la defensa del Estado de alguna otra manera.» 

5. En consecuencia, sobre la base de la Constitución (art. 123), todo ciu­
dadano puede hacer valer el derecho a la objeción de conciencia en el caso 
del servicio militar. 

Finlandia 

[25 de noviembre de 1992] 
[Original: inglés] 

l. Desde el 10 de diciembre de 1990 incumbe el Ministerio de Trabajo 
la redacción de la nueva legislación con respecto al servicio no militar/civil 
(Ley de modificación del artículo 3 de la Ley sobre número de ministerios y 
atribuciones generales del Consejo de Estado: 995/90), y el texto revisado de 
la Ley sobre el servicio no armado y civil (1723/91 ), que entró en vigor el 1 
de enero de 1992, estipula que las cuestiones relativas al servicio civil estarán 
a cargo del Ministerio de Trabajo. Un Comité consultivo presta asesoramiento 
al Ministerio en la modificación de la legislación relativa al servicio civil y la 
vigilancia de su aplicación. Además del Ministerio de Trabajo, están represen­
tados en ese Comité los siguientes sectores: la administración de la defensa, 
las instituciones en que se cumple el servicio y las personas que cumplen el 
servicio civil/ objetores de conciencia. 

2. La persona sujeta al servicio militar que declare que profundos motivos 
de conciencia, basados en convicciones religiosas o éticas, le impiden cumplir 
el servicio prescrito por la Ley del servicio militar ( 452/50), quedará exenta de 
hacerlo en tiempo de paz y estará obligada a cumplir un servicio civil, según 
lo dispuesto en la Ley del servicio civil. Una persona puede solicitar el servicio 
civil al ser llamada a filas, en cualquier momento después de esa llamada o 
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durante el período de su servicio militar, desde que es recluta voluntario hasta 
el final del año en que cumple 50 años. La Ley que exime a los testigos de 
Jehová del servicio militar en determinados casos (645/85) sigue en vigor. Se­
gún esta Ley toda persona miembro de la congregación religiosa reconocido 
que se denomina Testigos de Jehová puede quedar exento de cumplir el ser­
vicio militar o cualquier servicio sustitutivo. 

3. Para acreditar la existencia de esas convicciones basta la palabra dada 
por el objetor de conciencia, sin que se aplique ningún procedimiento de ve­
rificación. Conforme a la ley, las obligaciones del servicio civil se establecerán 
de manera que no haya conflicto con las convicciones del objetor de concien­
cia. El servicio no militar no deberá organizarse de manera que entrañe dis­
criminación alguna por motivo de raza, origen, idioma, religión, opinión polí­
tica o de otra índole o cualquier motivo similar contra la persona que cumple 
el servicio civil. El servicio no armado o no militar deberá ser de utilidad 
pública y compatible con las convicciones de las personas sujetas a su cumpli­
miento. 

4. El servicio civil dura 395 días, pero para quienes lo hubieran solicitado 
antes de 1987 su duración seguirá siendo de 360 días. Así, conforme a la ley 
revisada, la duración del servicio no militar es considerablemente inferior a la 
prevista en la ley provisional, derogada a fines de 1991, que era de 16 meses. 
La duración del servicio militar que puede sustituirse por un servicio no militar 
es de 240, 285 o 330 días. El plazo más largo establecido para las personas 
que hacen el servicio civil o son objetores de conciencia obedece al deseo de 
mantener la igualdad, dado que ambas formas de servicio difieren en cuanto 
al esfuerzo total que entrañan. En virtud de la ley revisada, las personas que 
cumplen el servicio civil o son objetores de conciencia no necesitan realizar 
ninguna actividad equivalente a los cursos de instrucción destinados a actua­
lizar los conocimientos. Para el reservista que solicita el servicio civil, el curso 
de instrucción de actualización es sustituido por un servicio complementario, 
que no puede exceder de 40 días. 

5. El servicio no militar consiste en trabajos de utilidad pública. El ser­
vicio abarca un período de instrucción cuya finalidad es proporcionar infor­
mación básica sobre el período de trabajo y reforzar la educación cívica ge­
neral. Por ejemplo, se tratan cuestiones relativas al internacionalismo, la paz 
y el medio ambiente, así como otros temas relativos a la cultura cívica. El 
servicio no militar no puede realizarse en el extranjero, a excepción de breves 
viajes por razones de servicio. 

6. El servicio civil se organiza fundamentalmente en cuatro centros de 
servicio civil encargados de la colocación laboral de las personas que cumplen 
el servicio civil y de su formación. Algunas cuestiones del servicio militar re-
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lacionadas con las personas sujetas al serv1c10 no militar o los objetores de 
conciencia, que antes eran de la competencia de las autoridades militares, se 
han transferido a dichos centros y al Ministerio de Trabajo. El servicio com­
plementario, que normalmente se lleva a cabo en el ámbito de la protección 
del medio ambiente, también es administrado por los centros. 

7. El servicio civil (sustitutivo) se cumple principalmente en las esferas del 
bienestar social o el servicio de salud, la educación o la cultura o en tareas 
relacionadas con la protección del medio ambiente o el socorro. Además de 
los sectores de la administración pública y local, el servicio puede cumplirse 
en algunas otras instituciones, incluidas la iglesia y ciertas sociedades civiles 
sin fines de lucro. Más de 500 instituciones se encargan de organizar el servicio 
civil sustitutivo en diversas regiones de Finlandia. El lugar en que hará su 
servicio el recluta civil o el objetor de conciencia se elige, en primer lugar, en 
función de la idoneidad de la persona. 

8. Las dietas y prestaciones debidas a las personas que cumplen el servicio 
civil o los objetores de conciencia son iguales a las que se otorgan a los demás 
ciudadanos sujetos al servicio militar. Por ejemplo, la institución en que se 
cumple el servicio se encarga del alojamiento, la alimentación, la atención de 
la salud y las dietas diarias. La persona que hace el servicio civil también puede 
recibir el subsidio por familiares a cargo de los reclutas y subvenciones para 
el pago de los préstamos de estudio garantizados por el Gobierno. 

9. La persona que se niega a cumplir el servicio civil o que incurre en 
negligencia en el cumplimiento de sus obligaciones relativas al servicio no mi­
litar, lo que constituye una violación del servicio civil, será condenada a una 
pena de prisión equivalente a la mitad del período de servicio que le quede 
por cumplir. Así, las penas de prisión por violación de las obligaciones del 
servicio civil son ahora mucho más breves que las previstas en la legislación 
anterior, en que las condenas no condicionales eran de once a doce meses. En 
virtud de la legislación revisada, la persona que está cumpliendo su condena 
en este caso podrá solicitar la libertad condicional para cumplir su servicio 
civil. 

10. Si una persona que cumple el servicio complementario no obedece a 
la orden de llamada a filas, se impone una multa. El número de los que se 
niegan a hacer el servicio no militar para expresar su objeción a la legislación 
vigente ha disminuido desde que entró en vigor la Ley del servicio civil en su 
forma revisada. 

11. El número de personas que solicitan el servicio civil se mantuvo re­
lativamente estable en el decenio de 1980 y fue de 400 a 500 personas por 
año. Además, en promedio unos 800 reservistas solicitaron el servicio no mi­
litar. En 1991 se transfirieron al servicio civil 1.052 reclutas/militares (más 652 
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reservistas). Se prevé que en 1992 dicho número aumentará ya que según las 
estadísticas del Ministerio de Trabajo, el 6 de octubre de 1992 estaban cum­
pliendo el servicio civil 1.605 nuevas personas ( además de unas 300 de las 
fuerzas de reserva que cumplían el servicio complementario). 

12. Por otra parte, el apartado a) del artículo 36 de la Ley de recluta­
miento (1728/91) prevé la posibilidad de hacer el llamado servicio no armado. 
La persona sujeta al servicio militar que, por razones de conciencia basadas 
en una profunda convicción, no pueda hacer el servicio militar armado y no 
solicite el servicio civil previsto, quedará exenta del servicio armado en tiempo 
de paz, si así lo solicita, y deberá realizar un servicio no armado. 

Guinea Ecuatorial 

[31 de agosto de 1992] 
[Original: español] 

En la República de Guinea Ecuatorial es obligatorio para los guineanos 
cumplir el servicio militar: el segundo párrafo del artículo 16 de la Constitución 
evoca la obligatoriedad de este servicio. Esta obligatoriedad está evidentemente 
sujeta a la elaboración de una ley que regule el servicio militar en el país. Le 
informamos pues, por medio de la presente, que en Guinea Ecuatorial no 
existe el problema de objeción de conciencia. 

Noruega 

[7 de septiembre de 1992] 
[Original: inglés] 

l. El artículo 109 de la Constitución de Noruega de 1814 establece la 
obligación de todo ciudadano noruego de servir en las fuerzas armadas de su 
país por un período determinado. 

2. La conscripción obligatoria para todos los hombres se introdujo en vir­
tud de una Ley de 1876, pero el derecho a la objeción de conciencia se re­
conoció por primera vez en 1922 mediante una enmienda al Código Penal 
Militar. Hasta 1922 los objetores, que en su mayoría eran cuáqueros, eran 
sancionados. 

3. En 1922 la Ley relativa al trabajo civil de los reclutas estableció un 
servicio civil sustitutivo. Desde entonces se han introducido otras modificacio­
nes en las disposiciones relativas a la situación de los objetores de conciencia, 
siendo el instrumento legislativo más reciente a este respecto la Ley relativa a 
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la exención del servicio militar en razón de las convicciones personales, de 19 
de marzo de 1965. 

4. El primer párrafo del artículo 1 de esta Ley, que establece los requisitos 
para dicha exención, fue enmendado por la Ley núm. 42 de 22 de junio de 
1990. El texto de la disposición es ahora el siguiente (se subrayan las palabras 
añadidas). 

«Cuando haya motivos para suponer que un recluta no podrá ejecutar ningún 
tipo de servicio militar sin entrar en conflicto con sus convicciones profundas, 
entre otros motivos, por el hecho de que se vea obligado a renunciar a convicciones 
que para él son de importancia fundamental y que se refieren al empleo de armas 
de destrucción masiva, cuyo uso en la defensa contemporánea es previsible, que­
dará exento de dicho servicio por decisión del ministerio competente o por fallo 
dictado conforme a las disposiciones de esta Ley.» 

5. La finalidad de la enmienda fue establecer claramente que se puede 
conceder la exención a una persona para la cual cualquier tipo de servicio 
militar en un sistema de defensa o en un caso de conflicto que pueda implicar 
el empleo de armas nucleares sería contrario a sus convicciones profundas. 

6. Las siguientes estadísticas muestran el número de personas que solici­
taron la condición de objetor de conciencia y el número de aquellas a las que 
efectivamente se reconoció dicha condición en el período 1987-1990: 

Año 
Solicitudes Solicitudes Solicitudes 
presentadas retiradas autorizadas 

1987 .................... 2.360 240 1.629 
1988 ···················· 2.360 210 1.596 
1989 ···················· 2.259 206 1.742 
1990 .................... 2.548 150 2.034 
1991 ···················· 2.666 356 1.930 

7. La duración del servicio sustitutivo es de dieciséis meses, en tanto que 
la del servicio militar es de doce a quince meses, según el sector de las fuerzas 
armadas de que se trate. 

8. Los objetores de conciencia pueden solicitar el servicio civil en cual­
quier momento, ya sea antes o durante el servicio militar. Los reclutas militares 
que reciban autorización para el servicio civil deberán cumplir un período mí­
nimo de cuatro meses además del período que les quede por cumplir de su 
servicio militar, independientemente del que hayan cumplido ya en este ser­
vicio antes de pasar al servicio civil. 

9. El servicio sustitutivo para los objetores de conciencia se cumple prin-



Infonne del Secretario General de Naciones Unidas sobre Objeción... 607 

cipalmente en los sectores de salud y bienestar social, en organizaciones de 
carácter humanitario, instituciones de investigación, museos, así como en ac­
tividades forestales y otras labores agrícolas. 

10. Los beneficios económicos de dicha labor corresponden al Estado, que 
desde 1963 los dona al Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia. 

11. El Ministerio de Justicia ha publicado un folleto informativo sobre el 
derecho a rechazar el servicio militar. 

Panamá 

[31 de agosto de 1992) 
[Original: español) 

l. La Constitución Política de la República de Panamá de 1972, refor­
mada por los Actos Reformatorios de 1978 y por el Acto Constitucional de 
1983, establece: 

<<Artículo 306. Todos los panameños están obligados a tomar las armas para 
defender la independencia nacional y la integridad territorial del Estado, salvo lo 
dispuesto en el artículo 16 de esta Constitución. La Ley reglamentará la aplicación 
y las condiciones que eximen su cumplimiento. 

Artículo 16. Los panameños por naturalización no están obligados a tomar 
las armas contra su Estado de origen.» 

2. En ese sentido, la objeción al servicio militar para los jóvenes pana­
meños no está establecida en el ordenamiento jurídico nacional. Sólo se obliga 
a prestar dicho servicio en el único caso de defensa del país. 

3. Cabe destacar que actualmente fue aprobado por la Asamblea Legis­
lativa un proyecto de reformas a la Constitución Política de la República de 
Panamá, y que serán sometidas a referéndum el 15 de noviembre de 1992. A 
través de este Acto se reforman, entre otros, los artículos 305 y 306 del títu­
lo XII denominado Defensa Nacional y Seguridad Pública, por el de «Fuerza 
Pública». 

4. Artículo 305 de la Constitución. Se dispone que «la República de Pa­
namá no tendrá ejército». Se faculta a la Ley para organizar los servicios de 
policía necesarios, con el mando y escalafón separados, y sin autonomía ad­
ministrativa, financiera y de proveduría. Se establece igualmente que el Pre­
sidente de la República es «el Jefe Supremo» de todos los servicios de policía 
y que éstos, como agentes de la autoridad, «estarán subordinados al poder civil 
y, en consecuencia, acatarán las órdenes que emitan las autoridades nacionales, 
provinciales o municipales en el ejercicio de sus funciones legales». Se elimina 



608 Manuel Alenda Salinas 

del texto constitucional el concepto vigente de «Defensa Nacional y la Segu­
ridad Pública». 

5. Artículo 306. Se establece que los servicios de policía no son belige­
rantes y que sus miembros no podrán hacer manifestaciones o declaraciones 
políticas en forma individual o colectiva, como tampoco intervenir en política 
partidista, salvo la emisión del voto, entendiéndose que el desacato a esta 
norma acarrea como sanción la destitución inmediata del cargo. 

San Marino 

[26 de agosto de 1992] 
[Original: inglés] 

l. Según la información recibida del Gobierno de San Marino, en ese 
país no existe el servicio militar. 

Túnez 

[25 de noviembre de 1992] 
[ Original: francés] 

l. La Ley núm. 89-51 de 14 de marzo de 1989, relativa al servicio nacio­
nal, así como los textos reglamentarios posteriores, han previsto y resuelto 
todos los casos sociales y humanos que pueden impedir al joven ciudadano 
efectuar su servicio nacional. Se trata sobre todo de los casos de estudiantes, 
jefes de familia, ciudadanos tunecinos residentes en el extranjero, y de los casos 
de incapacidad. 

2. Por lo demás, cabe señalar que, en caso de necesidad, los jóvenes tu­
necinos pueden cumplir el servicio nacional en el marco de una asignación 
individual y según reglas bien definidas. 

Yugoslavia 

[23 de noviembre de 1992] 
[Original: inglés] 

l. La objeción de conciencia al servicio militar se considera en la legis­
lación penal yugoslava como delito de incumplimiento y desobediencia de ór­
denes previsto en el artículo 201 del Código Penal de la República Socialista 
Federativa de Yugoslavia y penado con prisión de hasta diez años; delito de 
negativa a recibir y emplear armas previsto en el artículo 202 del Código Penal 
y penado con prisión de hasta diez años; y delito de incumplimiento de la 
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conscripción y del servicio militar previsto en el artículo 214 del mismo Código 
Penal y penado con prisión de hasta diez años. 

2. En los tres últimos años, los tribunales militares de la República So­
cialista Federativa de Yugoslavia han fallado con respecto a 19 casos de co­
misión de tales delitos pronunciando las siguientes sentencias: dos personas 
fueron condenadas a cinco meses de prisión, una a seis meses, una a diez 
meses, una a un año, dos a dos años y en 12 casos se suspendieron las sen­
tencias. 

3. La Ley sobre el servicio militar (Boletín Oficial de la República Socia­
lista Federativa de Yugoslavia, núm. 64/85, 26/89 y 30/90), en su artículo 22, 
estipula que el servicio militar durará doce meses. 

4. El artículo 298 de la Ley sobre el reclutamiento en el ejército de Yu­
goslavia estipula que el servicio militar durará diez meses. 

5. El recluta que por razones religiosas u otras razones de conciencia no 
desee hacer su servicio militar portando armas o desee cumplirlo en el servicio 
civil, hará su servicio militar en el ejército de Yugoslavia sin portar armas o 
cumplirá un servicio civil de veinte meses de duración. 

6. Si al hacer el servicio militar, el recluta decide recibir armas, su servicio 
militar continuará según el programa correspondiente a los soldados que hayan 
recibido armas y su duración será de diez meses. 

11. ÜTRA INFORMACIÓN RECIBIDA 

Organizaciones no gubernamentales 

Comité Consultivo Mundial de la Sociedad de los Amigos 

[28 de octubre de 1992) 
[Original: inglés) 

l. Desde hace más de 300 años los cuáqueros se niegan a participar en 
la guerra, pues consideran que es impropio matar y preparar a otros para 
matar. Esta es la razón por la cual los cuáqueros reclaman el derecho a la 
objeción de conciencia al servicio militar, no sólo para ellos mismos, sino tam­
bién para todos los que comparten sus convicciones pacifistas. 

2. El Comité Consultivo Mundial de la Sociedad de los Amigos, que re­
presenta a los cuáqueros de todo el mundo, celebra la resolución 1989/1959 
de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas que «reconoce 
el derecho de toda persona a tener objeciones de conciencia al servicio militar 
como ejercicio legítimo del derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia 
y de religión ... ». 

ANUARIO DE DERECHO ECLESIÁSTIC'0.-20 
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3. En los últimos años ha habido importantes progresos en el reconoci­
miento por muchos Estados miembros de las Naciones Unidas del derecho a 
la objeción de conciencia y sigue aumentando la lista de países que han con­
siderado o consideran la posibilidad de aprobar legislación en la materia. Sin 
embargo, no todos los Estados respetan el derecho a la objeción de conciencia 
al servicio militar y centenares de personas son encarceladas o castigadas de 
otra manera debido a su objeción de principio al hecho de privar de la vida 
a las personas. Aún más alarmantes son las frecuentes informaciones acerca 
del reclutamiento forzado por rapto o por redadas callejeras. Algunos de los 
forzosamente reclutados por esos procedimientos son jóvenes que aún no han 
llegado a la edad de conscripción. 

4. El Comité Consultivo Mundial de la Sociedad de los Amigos acoge 
complacido el informe del secretario general titulado «La objeción de con­
ciencia al servicio militar», que figura en el documento E/CN.4/1991/64. 

5. El Comité Consultivo mundial de la Sociedad de los Amigos pide a la 
Comisión: 

a) Que reconozca que la objeción de conciencia al servicio militar nace 
de razones de conciencia o convicciones profundas por motivos de carácter 
religioso, ético, moral, humanitario, filosófico o de otra índole. 

b) Que reconozca el derecho de toda persona a ser exonerada de las 
fuerzas armadas por motivos de conciencia o convicciones profundas. 

e) Que pida a los Estados que difundan información sobre el derecho a 
la objeción de conciencia al servicio militar, particularmente por conducto de 
organizaciones juveniles; el secretario general debería incluir el derecho a la 
objeción de conciencia al servicio militar en las actividades de información 
pública de las Naciones Unidas, incluida la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos. 

d) Que subraye que el servicio sustitutivo debe promover la justicia, la 
paz, el desarrollo sostenible y la comprensión entre todas las naciones. El 
servicio sustitutivo nunca debe ser de carácter punitivo ni utilizado como medio 
de castigo. 

e) Que pida al Secretario General que actualice la información que figura 
en los anexos al informe del señor Eide y el señor Mubanga-Chipoya titulado 
«La objeción de conciencia al servicio militar» (E/CN.4/Sub.2/1983/30/Rev.1). 
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Unidas 

Consejo Económico 
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Original: Árabe/Francés/Inglés 

Distr.: GENERAL 

E/CN. 4/1993/68/Add.1 
10 de diciembre de 1992 

ESPAÑOL 

LA FUNCIÓN DE LOS JÓVENES EN LA PROMOCIÓN Y PROTEC­
CIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS, INCLUIDA LA CUESTIÓN DE 

LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA AL SERVICIO MILITAR 

Informe preparado por el Secretario General de conformidad con lo 
dispuesto en la resolución 1991/65 de la Comisión 

ADICIÓN 

INTRODUCCIÓN 

La presente adición contiene observaciones y otras informaciones enviadas 
al Secretario General, a petición suya, por los Gobiernos de Austria, Camerún 
y Egipto, de conformidad con lo dispuesto en la resolución 1991/65, de 6 de 
marzo de 1991, de la Comisión de Derechos Humanos acerca de la cuestión 
de la objeción de conciencia al servicio militar. 

l. OBSERVACIONES ENVIADAS POR LOS GOBIERNOS 

Austria 

(10 de diciembre de 1992] 
[Original: inglés] 

l. El subpárrafo 3 del párrafo 9 a) de la Constitución Federal de Austria, 
así como el artículo 2 de la Ley sobre los servicios efectuados por los objetores 
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de conciencia en lugar del servicio militar, prevén el derecho a la exención del 
servicio militar a fin de efectuar servicios alternativos. Así pues, toda persona 
que afirme que se ha violado este derecho puede presentar una solicitud al 
Tribunal Constitucional de Austria. Este derecho de los objetores de concien­
cia a efectuar servicio no militar fuera del ejército federal austriaco, en lugar 
del servicio militar, se incluyó en el derecho de Austria en 1975. Toda persona 
que quisiera invocar este derecho en virtud de las leyes pertinentes en vigor 
hasta 1991 tenía que explicar sus motivos para la objeción de conciencia ante 
una comisión independiente. En virtud de la Enmienda de 1992 a la Ley sobre 
los servicios efectuados por los objetores de conciencia en lugar del servicio 
militar, que entró en vigor al comienzo del presente año, se establece la obli­
gación de efectuar servicio alternativo cuando, de manera jurídicamente vin­
culante, se decide la validez de la declaración presentada por la persona que 
solicita ese servicio, en la que describe su incapacidad de cumplir su servicio 
militar por motivo de objeción de conciencia a emplear la fuerza con las armas 
contra sus semejantes, por lo que el hacer el servicio militar le causaría pro­
blemas de conciencia. 

2. La mayor facilidad de conseguir el servicio alternativo prevista en la 
nueva enmienda ha dado lugar a un aumento considerable de los solicitantes 
de ese servicio, que pasaron de 4.573 en 1991 a, por lo menos, 9.390 a me­
diados de octubre del presente año. Antes de que entrara en vigor dicha en­
mienda en 1992, los servicios alternativo y militar duraban ocho meses cada 
uno. Para compensar la mayor facilidad de acceso de los objetores de con­
ciencia al servicio alternativo, se amplió ligeramente la duración del servicio 
no militar, en dos meses, a no ser en los casos de servicios alternativos que 
sobrecargan especialmente a la persona que lo efectúa, ya sea en exigencias 
físicas, dificultad mental u horas de trabajo. 

Camerún 

[26 de noviembre de 1992] 
[Original: francés] 

El concepto de objeción de conciencia al servicio militar no existe en el 
Camerún ya que: 

a) El servicio militar es facultativo; 
b) No es obligatorio el enrolamiento en el ejército. 
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[4 de diciembre de 1992) 
[Original: árabe) 

l. La Constitución de Egipto contiene una disposición por la cual se de­
clara que la defensa de la patria y de su territorio constituyen un deber sagrado 
y el servicio militar es obligatorio ( artículo 58 de la Constitución de Egipto: 
«La defensa de la patria y de su territorio constituye un deber sagrado y el 
servicio militar es obligatorio, con arreglo a la ley»). 

2. La Ley núm. 127 de 1980, sobre servicio militar y nacional, establece 
normas para el cumplimiento del servicio militar, así como su duración y las 
condiciones para el otorgamiento de exención o aplazamiento de su cumpli­
miento. A este respecto, cabe observar lo siguiente: 

En Egipto, el sistema de servicio militar y nacional se aplica en el marco 
de un ordenamiento jurídico legal y reglamentario de carácter abstracto y sis­
temático. 

Los principios legislativos que rigen el cumplimiento del servicio militar y 
nacional tienen debidamente en cuenta ciertas consideraciones humanitarias, 
con inclusión de las relativas a la salud y a las condiciones sociales y econó­
micas de las personas a las que se aplican esas disposiciones, sin perjuicio de 
los derechos o libertades públicos o de las personas. 
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Distr.: GENERAL 

E/CN. 4/1993/68/Add.2 
8 de enero de 1993 

ESPAÑOL 

LA FUNCIÓN DE LOS JÓVENES EN LA PROMOCIÓN Y PROTEC­
CIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS, INCLUIDA LA CUESTIÓN DE 

LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA AL SERVICIO MILITAR 

Informe preparado por el Secretario General de conformidad con lo 
dispuesto en la resolución 1991/65 de la Comisión 

ADICIÓN 

INTRODUCCIÓN 

La presente adición contiene obseivaciones y otras informaciones enviadas 
al Secretario General, a petición suya, por los Gobiernos del Chad y Suecia, 
de conformidad con lo dispuesto en la resolución 1991/65, de 6 de marzo de 
1991, de la Comisión de Derechos Humanos acerca de la cuestión de la ob­
jeción de conciencia al seivicio militar. 

l. OBSERVACIONES ENVIADAS POR LOS GOBIERNOS 

Chad 

[20 de noviembre de 1992] 
[Original: francés] 

l. El reclutamiento en el Ejército Nacional chadiano se rige por la trans­
parencia. En el artículo 4 de la Ordenanza núm. 2/PC-CM de 27 de mayo de 
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1961, relativa a la organización y el reclutamiento en los ejércitos de la Re­
pública, se estipula que «todo ciudadano chadiano debe cumplir el servicio 
militar personal, salvo en caso de incapacidad debidamente demostrada». Si 
bien en el Decreto núm. 009/PC-CM de 16 de enero de 1962 no se establecen 
excepciones en materia de reclutamiento, el servicio militar no es realmente 
obligatorio para todos los ciudadanos chadianos, puesto que desde hace mucho 
tiempo no se aplican en su totalidad las disposiciones de la ordenanza núm. 
2/PC-MC. Así pues, en el Chad sólo cumplen el servicio militar los alumnos 
de la Escuela Nacional de Administración y los de la Escuela Nacional de 
Educación Física y Deportiva al concluir su formación. 

2. En el Chad, la existencia del servicio militar obligatorio nunca podrá 
dar lugar a un movimiento de objeción de conciencia al respecto. Por otra 
parte, la negativa a cumplir este servicio militar por el ciudadano sólo servirá 
para aliviar la carga del Estado y del Ejército Nacional chadiano, ya que su 
cumplimiento exige una inversión importante en términos financieros, y el 
Ejército Nacional, que se encuentra en una etapa de reorganización y rees­
tructuración, no puede soportar las cargas correspondientes. Por ello, gracias 
a su tendencia pacifista en esta etapa de democratización del país, el Gobierno 
no se opondría nunca a la existencia de un eventual movimiento de objeción 
de conciencia al servicio militar. 

Suecia 

[15 de diciembre de 1992) 
[Original: inglés) 

l. El Gobierno sueco se complace en presentar la siguiente información 
relativa a las leyes suecas sobre la objeción de conciencia al servicio militar. 

2. La defensa militar sueca se basa en el reclutamiento de todos los hom­
bres. La Ley de servicio militar obligatorio (1941/967) es una ley obligatoria 
general en que se prescribe claramente que todo hombre sueco de 18 a 47 
años debe cumplir el servicio militar y puede ser llamado a filas para recibir 
instrucción y prestar otros servicios. Existen algunas excepciones a la regla 
general de que todos los hombres suecos deben realizar el servicio militar, 

3. Al 1 de julio de 1992, de conformidad con las enmiendas a la Ley de 
1941, no todos los reclutas aptos para el combate recibirán instrucción militar. 
El número de hombres que reciban dicha instrucción en un momento deter­
minado se determinará según las necesidades de la organización de defensa 
en conjunto. Los que no son llamados para la instrucción militar quedan en 
la reserva, que sólo se incorporará al servicio en caso de estado de alerta 
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militar o de guerra. En el período 1992/1993, quedarán en dicha reseiva entre 
7.000 y 8.000 reclutas. 

4. Se puede conceder la exención del seivicio militar por motivos físicos, 
mentales, o ambos. Además, en virtud de la Ley del servicio de no comba­
tientes (1966/413) existe la posibilidad de que personas que deben cumplir el 
seivicio militar presten en cambio seivicios como no combatientes. 

5. Según el artículo l.º de la Ley del seivicio de no combatientes, se puede 
cumplir éste en lugar del seivicio militar si cabe suponer que las profundas 
convicciones personales respecto del uso de las armas de un recluta son in­
compatibles con el cumplimiento del seivicio militar. 

6. El artículo 2.º de la misma Ley dispone que un recluta no combatiente 
prestará «servicios en actividades importantes para la sociedad en momentos 
de alerta militar y guerra. Este seivicio se prestará en un organismo del go­
bierno central o del gobierno local o en una empresa, asociación o institución». 

7. Según la Ley del seivicio de no combatientes, el recluta no combatiente 
debe recibir la instrucción básica e instrucción de perfeccionamiento. El perío­
do de formación total no será inferior a 355 ni superior a 380 días. La ins­
trucción básica comprende como mínimo 220 y como máximo 320 días. Los 
días restantes se destinan a cursillos de perfeccionamiento. 

8. El 1 de julio de 1991, mediante la enmienda a la Ley del seivicio de 
no combatientes, se introdujo un nuevo sistema para autorizar la prestación 
de dicho seivicio. Personal de la Junta Nacional del Servicio No Militar exa­
mina las solicitudes presentadas. Cuando la solicitud se formula al alistarse 
para las quintas o durante los seis meses siguientes, no se realiza investigación 
alguna y en estos casos se aprueba la solicitud. 

9. No se aceptarán las solicitudes remitidas después de seis meses de ha­
berse alistado. Esas solicitudes se aprobarán normalmente si se presentan por 
escrito a la Junta Nacional de Seivicio No Militar. 

10. Prácticamente todos los solicitantes obtienen autorización para prestar 
seivicios como no combatientes. En la actualidad se reciben alrededor de 2.400 
solicitudes por año, de las cuales se aprueba más de un 99 %. Las apelaciones 
se elevan a la Junta de Apelaciones del Servicio Nacional para la Defensa 
Total, integrada también por civiles. 

11. En total se presentaron a la Junta de Enrolamiento de las Fuerzas 
Armadas 358 casos de objeción de conciencia en 1991. De ellos, 247 eran 
solicitudes denegadas de prestar seivicio como no combatientes. Normalmente 
se impone una condena condicional y multas a toda persona que se niegue a 
cumplir el servicio militar por primera vez. En caso de negativas reiteradas, 
suele imponerse una pena de cárcel, normalmente de cuatro meses. Sin em­
bargo, según las normas que rigen la libertad condicional, la persona sólo 
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cumple la mitad de la condena. En la práctica, en virtud del párrafo 1 del 
artículo 46 de la Ley de servicio militar obligatorio, el Gobierno suele disponer 
que no se llamará a filas hasta nuevo aviso al recluta sentenciado a esa pena. 

12. En virtud del párrafo 2 del artículo 46 de la Ley de servicio militar 
obligatorio, el Gobierno o la autoridad que éste designe puede decidir que 
una persona que debe cumplir el servicio militar no será obligada a prestar 
dicho servicio durante el período antes mencionado. Esta disposición puede 
aplicarse cuando la persona declara que no cumplirá con el servicio militar y 
cabe suponer que no va a cumplir el servicio militar ni el servicio como no 
combatiente por pertenecer a una secta religiosa. De conformidad con esta 
disposición, el Gobierno decidió en el artículo 69 del Decreto relativo al ser­
vicio militar de los conscriptos (1969/380) que la Junta de Reclutamiento de 
las Fuerzas Armadas no obligará a realizar el servicio militar a un recluta que 
sea miembro de la secta de los Testigos de Jehová. Condición previa para 
dicha decisión es que pueda suponerse que el recluta no va a cumplir ninguna 
forma de servicio obligatorio. 
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LA FUNCIÓN DE LOS JÓVENES EN LA PROMOCIÓN Y PROTEC­
CIÓN DE LOS DERECHOS HUMANOS, INCLUIDA LA CUESTIÓN DE 

LA OBJECIÓN DE CONCIENCIA AL SERVICIO MILITAR 

Informe preparado por el Secretario General de conformidad con lo 
dispuesto en la resolución 1991/65 de la Comisión 

ADICIÓN 

INTRODUCCIÓN 

La presente adición contiene observaciones y otras informaciones enviadas 
al Secretario General, a petición suya, por los Gobiernos de Cote d'Ivoire, 
Mauricio, Portugal y Qatar, de conformidad con lo dispuesto en la resolución 
1991/65, de 6 de marzo de 1991, de la Comisión de Derechos Humanos acerca 
de la cuestión de la objeción de conciencia al servicio militar. 

l. OBSERVACIONES ENVIADAS POR LOS GOBIERNOS 

Cote d'Ivoire 

[27 de noviembre de 1992] 
[Original: francés] 

La legislación de Cote d'Ivoire no contiene disposición alguna sobre la 
materia. Con todo, en un Proyecto de Ley sobre el Código de la Función 
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Militar, pendiente de aprobación, se tiene en cuenta el caso de los objetores 
de conciencia. Estos deberán cumplir las obligaciones que les impone el 
servicio nacional prestando servicios de ayuda al desarrollo, y desempeñando 
funciones de interés público en establecimientos de carácter científico, cultural, 
social o humanitario. 

Mauricio 

[7 de diciembre de 1992] 

[Original: inglés] 

En Mauricio no existe un sistema de serv1c10 militar, por lo que no se 
plantea la cuestión de la objeción de conciencia. 

Portugal 

[11 de enero de 1993] 
[Original: francés] 

l. El Gobierno portugués atribuye gran importancia a la cuestión de la 
objeción de conciencia al servicio militar y ha seguido con especial atención 
los trabajos de las Naciones Unidas en esta esfera. 

2. Portugal hace suyos los principios enunciados en las resoluciones 1989/ 
59 y 1991/65, de los que, por otra parte, ha sido uno de los coautores. Esos 
principios han quedado ya reflejados en la legislación nacional sobre la ma­
teria, en particular en la Ley 7/92, de 2 de mayo de 1992, y en el reciente 
Decreto-Ley núm. 191/92, de 8 de septiembre de 1992 *. 

3. Habida cuenta de la resolución 1991/65, Portugal desea señalar espe­
cialmente las modificaciones introducidas respecto de la objeción de conciencia 
al servicio militar a raíz de la entrada en vigor del nuevo texto legislativo antes 
mencionado. 

4. El Decreto-Ley 191/92, que sirve de complemento a la Ley de objeción 
de conciencia, establece un período de formación para quienes hayan obtenido 
la condición de objetor de conciencia. Esta formación, que representa una 
novedad en el derecho portugués y ofrece una solución, que está siendo ac­
tualmente estudiada por varios Estados europeos, precede al servicio social 
sustitutorio normal y tiene una duración de tres meses. El período de forma­
ción, especificado en el párrafo 3 del artículo 12 del Decreto-Ley 191/92, prevé 
una fase de formación general y otra de carácter específico, cuya finalidad 

* El texto en portugués del Decreto-Ley núm. 191/92 de 8 de septiembre de 1992, podrá con­
sultarse en los archivos del Centro de Derechos Humanos. 
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consiste en promover la capacidad profesional del objetor y velar por el cum­
plimiento adecuado de las tareas propias de la prestación social sustitutoria, 
habida cuenta de las preferencias manifestadas por el objetor. 

5. El Decreto-Ley 191/92 salvaguarda los derechos y las garantías que 
otorgaba ya la Ley portuguesa a toda persona a la que se hubiera reconocido 
tal condición. Así pues, los objetores de conciencia tienen derecho a un salario 
y a prestaciones iguales a las que reciben las personas que cumplen el servicio 
militar obligatorio, a un documento nacional de identidad y a una alimentación 
y un alojamiento garantizados por el Estado en caso de hospitalización. 

Qatar 

[21 de diciembre de 1992] 
[Original: árabe] 

En el Estado de Qatar el alistamiento en las fuerzas armadas y en la policía 
es facultativo y voluntario. Por consiguiente, no se plantea la cuestión de la 
objeción de conciencia al servicio militar, habida cuenta del carácter no obli­
gatorio del servicio militar en el Estado. 


